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RESUMEN 
 
Demanda de nulidad de acto jurídico, interpuesto por Zosimo Barbaran Pillaca contra 
Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas LTDA representada Adrián 
Aldazabal Torres, a fin de que se declaren nula por causa de simulación absoluta y 
falta de manifestación de voluntad, las Asambleas Generales supuestamente 
efectuadas por el consejo de la Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas 
LTDA, Además solicita como pretensión subordinada, se declare la cancelación de los 
asientos C 0007 y siguientes de la partida N° 01742302 del Registro de Personas 
Jurídicas de Lima, además solicita como pretensión subordinada, se declare la 
cancelación de los asientos C 0007 y siguientes de la partida N° 01742302 del 
Registro de Personas Jurídicas de Lima. 
 
Mediante sentencia de primera instancia se declaró fundada la demanda, a tenor de 
los artículos 197° y 461°del Código Civil. La sentencia es apelada, y en sede de 
segunda instancia se declara fundada en parte la demanda, por la causal de falta de 





Acto jurídico- Nulidad del acto jurídico – Manifestación de Voluntad – Simulación 
Absoluta 
I.  SÍNTESIS DE LA DEMANDA: 
 
 
Con fecha 14 de noviembre de 2006, ante el Juzgado Especializado en lo Civil de 
Lima, el señor Zosimo Barbaran Pillaca, interpone demanda de Nulidad de Acto 
jurídico en vía de proceso de conocimiento, contra Cooperativa de Vivienda Los 
Chancas de Andahuaylas LTDA representada por el señor Adrián Aldazabal Torres, 





Solicita se declaren nulas por causa de simulación absoluta y falta de manifestación de 
voluntad, las Asambleas Generales supuestamente efectuadas por el consejo de la 
Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas LTDA, las cuales fueron 
celebradas: 
 
- El día 02 de abril de 2006 cuya agenda fue la elección complementaria de 
renovación de los miembros que integran el Comité Electoral. 
 
- El día 14 de mayo de 2006 cuya agenda fue la elección complementaria de 
renovación de los miembros delegados. 
 
- El día 01 de junio de 2006 cuya agenda fue la elección complementaria de 
renovación de los miembros que integraran los consejos de Administración, 





Solicita como pretensión subordinada, se declare la cancelación de los asientos C 
0007 y siguientes de la partida N° 01742302 del Registro de Personas Jurídicas de 
Lima que corresponde a la Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas 
LTDA. 
Fundamentos de Hecho 
 
 
El demandante tiene como fundamentos de su demanda lo siguiente: 
 
 
1. El recurrente establece que los fundamentos de la pretensión nulificadora 
radican en que las Asambleas Generales se tratan de actos inexistentes, ya 
que estás habrían sido fabricadas de manera falsa, donde se elige la 
renovación de los miembros de comité electoral, renovación de 100 socios 
delegados y se nombra miembros que integraran los consejos de 
Administración, vigilancia y comité de educación para el periodo 2006 -2009, 
dichos actos fueron inscritos en los Registros Públicos. 
 
2. En ese orden de ideas el demandante señala que el autor de las Asambleas 
Generales de Asociados y de los actos dolosos que antecedieron, es Adrián 
Aldazabal Torres y miembros de los consejos, quienes simularon las 
asambleas. 
 
3. En el escrito de la demanda se señala, que las Asambleas Generales de 
Asociados nunca fueron convocadas ni celebradas por el presidente del 
consejo, quién tenía esa obligación 
 
4. Para la inscripción en los Registros Públicos el representante legal de la 
institución presentó declaración jurada, en la que se señalan a 1,182 
asociados hábiles, tomado esto del registro de socios, siendo este hecho falso 
puesto que la cooperativa cuenta con 2,500 socios de los cuales todos son 
hábiles; y teniendo en cuenta que el Quórum establecido en el Estatuto es del 
30% de socios. Dentro de esta declaración jurada el Sr. Aldazabal presenta 
una lista de asistentes que nunca fueron convocados y mucho menos 
asistieron. Además que menciona socios que han fallecido, no 
teniendo manifestación de voluntad de los socios fallecidos, lo cual colige la 
simulación de las asambleas. 
 
Mediante resolución N° uno el trigésimo octavo juzgado civil de Lima, estima 
conveniente que se establezca en el petitorio el interés y legitimidad, por lo que 
declara inadmisible la demanda por tener petitorio incompleto o impreciso, otorgando 
el plazo d ley para que subsane dicha omisión. 
 
5. Mediante escrito de fecha 01 de diciembre, el demandante cumple con 
subsanar la demanda, estableciendo su legitimidad e interés para plantear la 
demanda es por ser socio de la Cooperativa de Vivienda Los Chancas de 
Andahuaylas LTDA; y que no se llevaron a cabo las elecciones para el 
nombramiento de los consejos de la cooperativa conforme al Estatuto y Ley. 
 
Teniendo como fundamento jurídico: 
 
 
1. Artículo 190° de Código Civil 
 
2. Artículo 219° inc. 1 y 5 del Código Civil 
 
 
II.SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
 
 
Deducción como cuestión probatoria y tacha 
 
 
Por medio de escrito presentado ante el trigésimo octavo Juzgado Civil de Lima, el día 
11 de enero de 2007 el demandado presenta escrito de apersonamiento y deducción 
como cuestión probatoria la tacha de medios probatorios del demandante. 
 
Solicitando la tacha de la copia legalizada del libro de registro de padrón de socios 
donde se dispone la legitimidad para obrar del demandante, el demandante alega que 
el libro de registro de padrón de socios es falso, ilícito e ilegal ya que atenta con los 
intereses de la institución. 
 
Así, el demandado fundamenta su escrito lo siguiente: 
 
 
1. Que, se habría presentado una copia legalizada del libro Padrón de Socios, el 
que resultaría ser apócrifo, ilícito e ilegal, siendo este legalizado el día 20 de 
agosto de 2004, en el cual firma una persona que no tendría personería 
jurídica con el cargo de “Presidente de la Comisión de Defensa”, además se 
encuentra la firma de otra persona con el cargo de “Secretario de la Comisión 
de Defensa” utilizando el sello de institución. 
 
2. Que, el demandante no tendría legitimidad para obrar, ya que la acreditación 
presentada seria falsa, porque se habría fabricado tal libro con el que vienen 
engañando a las autoridades, esto se demostraría con la acreditación 
personería jurídica que tiene el demandado desde 2004 como Presidente del 
Consejo de Administración. 
 
3. El demandante solicita se proceda a remitir copia certificada de los actuados 
al Representante del Ministerio Publico por tratarse de documentos falseados, 
según el art. 3 del Código de Procedimientos Penales se formule denuncia 
pertinente, ya que se trataría de un documento falso e inexistente, ya que la 
institución no contaría con padrón actualizado, pues ex directivos lo habrían 
sustraído y no se sabe cuál es su destino. 
 
Absolución de la tacha 
 
 
El 31 de enero de 2007 el demandante presenta escrito de absolución de tacha, 
exponiendo los siguientes fundamentos: 
1. Que, el recurrente no tendría legitimidad ni interés para obrar, a la vez señala 
en su escrito de tacha que la institución no cuenta con un padrón actualizado, 
de lo que se colige que el presunto presidente no sabría quiénes son socios o 
no de la Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas, de tal 
manera que no se puede señalar la legitimidad del demandante. 
 
2. Que, según la jurisprudencia señala que la tacha de estar referida a defectos 
formales del instrumento presentado y en el presente caso el libro registro de 
padrón reúne los requisitos formales para su apertura, tal es la legalización 
notarial. 
 
3. Finalmente, el demandante cita el Art. 2 del Estatuto de la Cooperativa, el cual 
advierte que el objeto de la Cooperativa es: A) Adquirir terrenos para la 
edificación de viviendas para los socios. Y como acredita con la copia 
legalizada del autoevaluó, que es propietario de un lote de terreno de la 
Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas, quedando así 
demostrada la calidad de socio. 
 
Mediante la Resolución N° 4 del 09 de marzo de 2007, el Octavo Juzgado Civil 
absuelve la tacha en los términos que se expone y por ofrecido los medios probatorios 
que se señala. 
 
Contestación de la demanda 
 
 
Por medio de escrito presentado el 23 de febrero de 2007 el demandado presento 
contestación de demanda, en el que solicitan que la demanda sea declarada 
improcedente y/o infundada, de acuerdo a los siguientes fundamentos que expuso en 
el escrito: 
1. Que, el demandante habría presentado una copia legalizada del libro Padrón 
de Socios, el resultaría ser apócrifo, ilícito e ilegal, siendo este legalizado el 
día 20 de agosto de 2004, en el que consta que está empadronado una 
persona que firma sin tener personería jurídica como “Presidente de la 
Comisión de Defensa”, además se encuentra la firma de otra persona con el 
cargo de “Secretario de la Comisión de Defensa” utilizando el sello de 
institución. 
 
2. Además que el demandado no poseería ni legitimidad ni interés para obrar 
por porque se habría fabricado el libro denominado “Padrón de Socios” esto 
se demostraría con la acreditación personería jurídica que tiene el recurrente 
viene teniendo desde 2004 en el cargo de Presidente del Consejo de 
Administración. 
 
3. El demandante solicita que se proceda a remitir copia certificada de los 
actuados al Representante del Ministerio Publico por tratarse de documentos 
falseados, y que según el art. 3 del Código de Procedimientos Penales se 
formule denuncia pertinente, ya que se trataría de un documento falso e 
inexistente, ya que la institución no contaría con padrón actualizado, pues ex 
directivos lo habrían sustraído y no se sabe cuál es su destino. 
 
4. Menciona que las asambleas sí se habrían realizado en las fechas señalas, y 
que los 1182 asociados hábiles estarían considerados de acuerdo a padrón 
de re empadronamiento que se tiene desde el momento de haber comprado 
el terreno, es decir estar cancelado, y que no tengan ninguna deuda. Dice que 
tiene conocimiento que existen 2500 asociados, pero desde la pérdida del 
Libro Padrón de socios del cual no se sabe su paradero, ya que la anterior 
gestión no habría entregado el cargo adecuadamente. Es así que con la 
documentación que se tiene se habría convocado a 1182 asociados con lo 
que se estaría cumpliendo con el Quórum establecido en el Estatuto, En ese 
orden de ideas las Asambleas al cumplir esos requisitos serían actos válidos, 
ya que se tiene con la voluntad de los asociados. 
 
5. El demandante solicita tomar en cuenta, que al efectuarse un Asamblea 
General se efectuaría el llamado de lista la cual los asociados responderían al 
llamado de lista, con lo que se probaría su asistencia, se expone como prueba 
la declaración jurado del 28 de octubre de 2006 del asociado Cirilo Nina 
Castro, que refiere que las citadas asambleas son actos válidos. 
 
6. Finalmente, afirma que los cargos son removibles anualmente por tercio, es 
decir que se convoca a una Asamblea General de Delegados, la cual se lleva 
acabo como una Asamblea General Ordinaria en la que se toma en cuenta 3 
años del cargo, con los que se puede removido en otro cargo de acuerdo a 
las elecciones de tercio anual. 
 
III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS AFIRMADOS 





a) De la personería jurídica 
 
 
La personería jurídica del señor Adrián Aldazabal Torres como representante legal y 
Presidente de la Comisión de Administración de la Cooperativa de Vivienda Los 





a) De la existencia de las asambleas 
El demandante Zosimo Barbaran Pillaca, aduce que las Asambleas Generales 
efectuadas por el consejo de la Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas 
LTDA, son actos inexistentes, por lo tanto resultarías ser nulas por causa de 
simulación absoluta y falta de manifestación de voluntad. Siendo estás asambleas las 
siguientes: 
 
- El día 02 de abril de 2006 cuya agenda fue la elección complementaria de 
renovación de los miembros que integran el Comité Electoral. 
 
- El día 14 de mayo de 2006 cuya agenda fue la elección complementaria de 
renovación de los miembros delegados. 
 
- El día 01 de junio de 2006 cuya agenda fue la elección complementaria de 
renovación de los miembros que integraran los consejos de Administración, vigilancia 
y comité de educación para el periodo 2006 -2009 y 2006 -2007 
 
Sin embargo el demandado contradice ello afirmando que las Asambleas Generales sí 
se llevaron a cabo cumpliendo con el Quórum establecido en el Estatuto, haciendo de 
este un acto válido. 
 
a) De la legitimidad e interés para obrar del demandante 
 
 
El demandando postula que el demandante no tendría legitimidad ni interés para 
obrar, por no demostrar fehacientemente la acreditación de ser asociado de la 
Cooperativa de Vivienda de Los Chancas de Andahuaylas ya que este estaría 
presentando copia legalizada del libro Padrón de Socios, el resultaría ser apócrifo, 
ilícito e ilegal. 
 
El demandante contradice esta afirmación, demostrando ser asociado y miembro 
activo alegando que el demandado al no contar con un padrón de socios actualizado 
no puede afirmar quienes son o no asociados de la institución. Acredita dicha 
afirmación con lo señalado en el Estatuto de la Cooperativa, que en su artículo 2 
señala que el objetivo de la cooperativa es la adquisición de terrenos para la 
edificación de viviendas para sus socios, presentado así el autoevaluó del lote de 
terreno posee en la Cooperativa de vivienda los Chancas de Andahuaylas Ltda. 
 
Con fecha 28 de mayo de 2007, el juzgado emite resolución N° seis, en la que se 
declara rebelde al demandado, debido a que no cumplió en contestar la demanda 
dentro del plazo de ley. 
 
IV. SINTESIS DE LA AUTO DE SANEAMIENTO, AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN Y 
AUDIENCIA DE PRUEBAS 
 
a) DE LAS EXCEPCIONES 
 
Con fecha 23 de julio de 2007 se emite resolución número cuatro, en el que se declara 
INFUNDADA la excepción de falta de legitimidad para obrar del demandante 
b) DEL AUTO DE SANEAMIENTO 
 
Con fecha 23 de julio de 2007 se emite auto de saneamiento procesal, advirtiéndose 
de la revisión de los autos de los presupuestos procesales, declara SANEADO EL 
PROCESO y la existencia de una relación jurídica procesal válida. 
 
c) AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN 
 
Con fecha 03 de octubre del año 2007 se llevó a cabo la Audiencia de Conciliación 
ante el Trigésimo octavo Juzgado Civil de Lima, con la concurrencia del demandante 
Sr. Zosimo Barbaran Pillaca con su respectivo abogado, dejándose constancia de la 
inasistencia de la parte demandada. 
 
1) ETAPA DE LA CONCILIACIÓN 
 
No es posible proponer formula conciliatoria por la naturaleza de la pretensión 
 
2) FIJACIÓN DE PUNTOS CONTROVERTIDOS 
Con la declaración de rebelde la parte demandada, no hay puntos controvertidos 
que fijar, solo la verificación de hechos incoados. 
 
3) ADMISIÓN DE MEDIOS PROBATORIOS 
 
Se admite el mérito de los medios probatorios de la parte demandante y 
demandada. 
 
Se determina que la resolución de la tacha se realizará conjuntamente con la 
sentencia. 
 
Se concluye la audiencia de conciliación y se procede a fijar fecha para la 
audiencia de pruebas 
 
d) AUDICIENCIA DE PRUEBAS 
 
 
Con fecha 10 de noviembre de 2007 se llevó a cabo la Audiencia de Conciliación ante 
el Trigésimo octavo Juzgado Civil de Lima, con la concurrencia del demandante Sr. 
Zosimo Barbaran Pillaca con su respectivo abogado, dejándose constancia de la 
inasistencia de la parte demandada. 
 
V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 
 
1) SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Mediante Resolución N° Catorce de fecha 30 de junio de 2008 el Juez del Trigésimo 
Octavo Juzgado Especializado en lo Civil Corte Superior de Justicia de Lima emite 
SENTENCIA DECLARANDO INFUNDADA LA TACHA deducida por la parte 
demandada contra la copia legalizada del Libro de Padrón de Socios, y declarando 
FUNDADA la demanda sobre Nulidad de Acto Jurídico, en consecuencia se 
declararon NULAS las Asambleas Generales Ordinarias de fechas dos de abril de dos 
mil seis, catorce de mayo de dos mil seis, y uno de junio de dos mil seis, y se 
ORDENÓ la cancelación de los asientos C 0007 y siguientes de la partida N° 
01742302 del Registro de Personas Jurídicas de Lima que corresponde a la 
Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas LTDA. Su fallo se fundamenta 
en lo siguiente: 
 
- Que los medios probatorios tienen por finalidad acreditar los hechos expuestos por 
las partes y producir certeza en el juez sobre los puntos controvertidos, según lo 
establecido en el artículo 188° del Código Procesal Civil. 
 
- Los medios probatorios son valorados de manera conjunta usando una apreciación 
razonable de tal manera que sean valoradas de manera esencial para determinar la de 
decisión, de acuerdo al artículo 197° del CPC 
 
- Que, la tacha es un medio de defensa que ataca a un documento por carecer de 
requisito formal, es así que se debe efectuar el análisis sobre los defectos formales. 
 
- En el presente caso, se formuló tacha sobre la copia legalizada del libro de padrón 
de socio por ser este documento apócrifo. 
 
- Respecto de la copia legalizada de la apertura del libo de padrón de socios, se 
observa que este cumple con los requisitos para su emisión, del mismo modo se 
verifica que en otra copia se aprecia la firma del presidente y secretario de la comisión 
de defensa de la persona jurídica demandada. Según la emplazada está sería apócrifa 
por contar con firmas de personas que no poseerías personería jurídica, lo cual no 
sería verificable puesto que según los medios probatorios presentados por la 
demandada, no se determinaría quien es el respectivo presidente y secretario de la 
comisión de defensa, por lo tanto, al no demostrar con medios probatorios lo alegado, 
la tacha debe ser desestimada. 
 
- Sobre el pronunciamiento sobre el fondo, se efectúa a demanda de Nulidad de Acto 
Jurídico por simulación absoluta y falta de manifestación del agente, y que según la 
resolución n° 6 se declara la rebeldía de la demandada de acuerdo al artículo 461° del 
 
Código Procesal Civil, “La declaración de rebeldía causa presunción legal relativa 
sobre la verdad de los hechos expuestos en la demanda”, por lo tanto resulta 
necesario verificar si lo que alega el demandante está corroborado por los medios de 
prueba que presentó, a fin de acreditar la realidad del hecho. 
 
- Que el acto jurídico nace con la manifestación de voluntad de los sujetos que lo 
celebran, y que cuya libertad interna está contenida en su respectiva manifestación. 
Pero cuando las partes se ponen de acuerdo para manifestar una voluntad, que no es 
correlativa a su voluntad interna, se produce un acto simulado, con simulación 
absoluta, porque la partes en realidad no han querido celebrar. 
 
- Dicha simulación absoluta es causal de nulidad recogida en el inciso 5 del artículo 
219° del Código Civil, siendo una exigencia la manifestación de voluntad de sus 
intervinientes, al contener esta se recaería en una causal de invalidez por no tener un 
elemento esencial. 
 
- A efectos de comprobar las causales de nulidad del acto jurídico, se efectúo el 
análisis de las copias de las asambleas generales, las cuales fueron contrastadas con 
las declaraciones juradas entregadas por el representante legal de la demandada el sr. 
Adrián Aldazabal Torres a la relación de asistentes de dichas asambleas, en dicho 
análisis también se contrastaron las partidas de defunción de dos de los socios que 
fallecieron con anterioridad a las asambleas y que a pesar de ello asistieron. Se 
concluye así que se habrían presentado declaración jurada que no contiene hechos 
reales, por tanto la Asamblea indicada está incursa dentro de la causal de falta de 
manifestación de voluntad del agente. 
 
- Del mismo modo se aprecia las declaraciones juradas de varios socios, que 
manifiestan no haber asistido a las asambleas materia del presente, que estás nunca 
fueron convocadas por ningún medio previsto en los estatutos. Por tanto, dichas actas 
carecen de virtualidad jurídica configurándose la causa de falta de manifestación del 
agente en la celebración de estas asambleas. 
- Sobre la pretensión subordinada se adecuan dicha denominación, puesto que 
pretensión acumulada, de tal modo que está carece de efecto suspensivo, ya que al 
ser una accesoria por dependiente de la pretensión principal, así de ampararse o 
desampararse la pretensión principal está deberá seguir la misma suerte en lo que 
respecta a la pretensión principal. 
 
2) SENTENCIA DE SALA SUPERIOR 
 
Mediante resolución s/n de fecha 27 de enero de 2009 la Primera Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Lima los señores Vocales decidieron CONFIRMAR la 
resolución número catorce (sentencia) de fecha 30 de junio de 2008, que declara 
infundada la tacha deducida por parte de la demandada contra la copia legalizada del 
libro de Registro de Padrón de Socios, y la REVOCARON en la parte que declara 
fundada la demanda, REFORMANDOLA declararon FUNDADA EN PARTE la 
demanda, por la causal de falta de manifestación de voluntad del agente. Dicha 
resolución se fundamenta en lo siguiente: 
 
- Con respecto al extremo de la sentencia que declara fundada la demanda, la sala 
considera que corresponde confirmar el extremo de la recurrida que declara infundada 
la tacha. 
 
- Que en relación a la situación de rebelde de la demandada, esto ocasiona 
presunción relativa de verdad de los hechos expuestos en la demanda, según el 
artículo 461 del C.P.C. 
 
- Que, merituado las pruebas obtenidas del proceso se concluye que las Asambleas 
Generales de fechas dos de abril de dos mil seis, catorce de mayo de dos mil seis, y 
uno de junio de dos mil seis, adolecen de nulidad por falta de manifestación del 
agente, empero, la causal de simulación absoluta debe ser desestimada puesto que al 
haber nulidad del acto jurídico de manifestación del voluntad del agente, resulta 
incompatible declarar la causal de simulación absoluta, porque esta institución jurídica 
se aplica al celebrar un acto jurídico cuando no existe realmente voluntad para 
celebrarlo. 
 
- Finalmente, respecto a la pretensión de cancelación de asientos, debe ser 
considerada como accesoria, mas no como subordinada, ya que declararse la nulidad 
del presente, incumbe ordenarse la cancelación de los asientos inscritos. 
 
VI.  PROBLEMAS 
 
 
1) PROBLEMA PRINCIPAL O EJE 
 
El problema principal del presente caso, es determinar si debe declararse la nulidad de 
las Asambleas Generales de la Cooperativa de Vivienda Los Chancas de Andahuaylas 
LTDA celebradas los días: dos de abril de dos mil seis, catorce de mayo de dos mil 
seis, y uno de junio de dos mil seis. 
 
En ese sentido, el problema principal radica en si las Asambleas Generales, cumplen 
las causales de nulidad de acto jurídico, de falta manifestación de voluntad del agente. 
Del mismo modo es factible considerar la falta de legitimidad para obrar del 
demandado como un problema principal 
 
 
2) PROBLEMAS SECUNDARIOS 
 
Sería viable determinar como un problema secundario la informalidad con la que se 
llevaron a cabo los actos en sesión respecto de las Asambleas Generales materia del 
presente caso. 
 
VII.  ELEMENTOS JURIDICOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
 
 
a. NORMAS LEGALES 
a.1) DEL DEMANDANTE 
CÓDIGO CIVIL 
El demandante ampara su demanda en los siguientes artículos del cuerpo normativo 
anteriormente mencionado: El artículo 190°, que establece que “la simulación 
absoluta se aparenta celebrar un acto jurídico cuando no existe realmente voluntad 
para celebrarlo”, el artículo 219° en su inciso 1 y 5 que establece como causales de 
nulidad de acto jurídico” Cuando falta la manifestación de voluntad del agente.” y 
“Cuando adolezca de simulación absoluta”, respectivamente. 
 
Además el demandante cita el artículo 458° de la norma sustantiva, sobre la 
declaración de rebeldía: “Si transcurrido el plazo para contestar la demanda, el 




a.2) DEL DEMANDADO 
 
CÓDIGO PROCESAL CIVIL 
 
El demando hace referencia al artículo 300° en la que regula la admisibilidad de la 
tacha y de la oposición: “Se puede interponer tacha contra los testigos y documentos. 
Asimismo, se puede formular oposición a la actuación de una declaración de parte, a 
una exhibición, a una pericia o a una inspección judicial. También pueden ser materia 
de tacha y de oposición los medios probatorios atípicos” 
 
a.3) DE LOS MAGISTRADOS 
 
Se tiene que en la sentencia de Primera Instancia, el juzgado baso su decisión en el 
artículo 190°, 219° inciso 1) y 5) del Código Civil, sobre simulación absoluta y 
manifestación de voluntad del agente, advirtiendo que en el presente caso la nulidad 
del acto jurídico se da en razón a los mencionados artículos. 
 
Por otro lado, en la sentencia emitida por la Sala Superior la decisión se fundamenta 
en el artículo 219 inciso 1), ya que las Asambleas materia del presente caso, adolecen 






Existe notable discrepancia con respecto a la definición de acto jurídico, es así que 
tenemos a la corriente francesa y a la corriente alemana, en la que cada una define el 
acto o hecho jurídico de la siguiente manera: 
 
Para los franceses del siglo XVIII el término acto jurídico se utilizaba para calificar a la 
expresión humana voluntaria dirigida a un efecto jurídico. De este modo, cuando se 
celebrase un contrato, matrimonio, sucesión, se sabía que se estaba llevando a cabo 
una actividad jurídica. 
 
Del mismo modo, para los alemanes del mismo siglo se utilizaba el término “negocio 
jurídico” en sentido estricto, para explicar la voluntad de un sujeto dirigida a un 
resultado jurídico. Dándole el mismo uso que la denominación francesa. (Núñez 
Molina, 2006) 
 
Para el reconocido jurista, León Barandarian, el acto jurídico es el hecho jurídico de 
carácter voluntario y lícito, cuyo efecto es querido directamente por el agente, y en el 
cual existe una declaración de voluntad (León Barandarián, 1999). Por otro lado, para 
Taboada Córdova, al tener uniformidad de opiniones al respecto, la declaración de 
voluntad es un elemento del negocio jurídico, que es un elemento principal del negocio 
jurídico. (Taboada Córdova, 2005) 
 
 
NULIDAD DE ACTO JURÍDICO 
 
El connotado jurista Giuseppe Stolfi considera que “Es nulo el negocio al que le falte 
un requisito esencial, o bien sea contrario al orden público o a las buenas costumbres, 
o bien infrinja una norma imperativa”. (Stolfi, 1959) 
En dicha definición Stolfi, da a entender dos tipos de nulidades: la expresa y la tácita. 
Siendo así la primera la que se encuentra explícitamente en los textos de la 
normatividad, lo cual significa que la “norma sanciona con la nulidad la inobservancia 
de alguna condición o forma” (Rubio Correa, 1999) 
 
En el segundo supuesto, sobre la nulidad tácita, es la que no se encuentra 
expresamente en una norma, para lo cual es necesario la aplicación de reglas o 
métodos de interpretación, para lo cual al existir un conflicto de disposiciones legales, 





“Se denomina simulación absoluta, cuando la declaración no responde a ninguna 
determinación realmente querida. En este caso, los celebrantes del acto jurídico 
simulado no tienen voluntad de realizarlo y solo en apariencia lo celebran. Es decir 
sólo exige el acto aparente sin que exista el acto jurídico real. El acto aparente flota sin 
una base verdadera” (Romero Montes, 2013) 
 
Respecto del párrafo anterior, el autor hace énfasis en que la simulación absoluta de 
un acto jurídico es aquel que se ha celebrado sin que exista deseo de sus efectos 
jurídicos, por tanto es un acto aparente, fingido. 
 
 
FALTA DE MANIFESTACIÓN DE VOLUNTAD DEL AGENTE 
 
Escobar Rozas manifiesta que la falta de manifestación de voluntad supone 
imposibilidad de referir o imputar eficazmente dicha manifestación a su pretendido 
autor. Es así que existe falta de manifestación de voluntad en los siguientes 
supuestos: 
 
a) Cuando el sujeto al que se le imputa la declaración (en virtud de la cual se 
«celebra» el negocio) carece de existencia jurídica. 
b) Cuando la manifestación de voluntad no ha sido materialmente efectuada por 
el sujeto al cual se atribuye la misma. Esto sucede, por ejemplo, cuando la 
firma del sujeto al que se le atribuye la manifestación (escrita) ha sido 
falsificada. 
 
c) Cuando la manifestación de voluntad materialmente efectuada carece de 
relevancia negocial. Esto sucede en tres supuestos genéricos; a saber: 
 
- En caso de que la manifestación no sea negocial, esto es, en caso de que la 
misma no esté dirigida a crear, modificar, regular o extinguir una 
reglamentación de intereses. 
 
- En caso de que la manifestación no sea «seria», esto es, en caso de que la 
misma no demuestre la existencia de la intención de su autor de quedar 
jurídicamente vinculado. Evidentemente, tal intención debe ser objetiva y 
razonablemente perceptible por terceros. La falta de seriedad se presenta, por 
ejemplo, cuando el sujeto actúa con fines didácticos o lúdicos. 
 
- En  caso  de  que  la  manifestación  dirigida  a  concluir  un  contrato  no 
 
“concuerde” con la de la otra parte (disenso). 
 
d) Cuando la manifestación de voluntad ha sido «arrancada» por la presión física 












N° de Expediente: 
 





Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de 
 
la República 
Casación N° 1991‐2009 Ica 
 
17 de diciembre de 2009 
 
María Licla Rivera 
Demandado: Contra la sentencia de vista de fojas 172 su fecha 20 de 
 
abril del dos mil nueve 
 
Mediante esta sentencia podemos interpretar el artículo 190 del Código Civil , sobre la 
simulación absoluta, en donde se entiende por esta figura como la discrepancia entre 
la voluntad real y la manifestación, siendo necesario que para la clasificación de la 
simulación existe una manifestación que no es acorde con la realidad de los hechos, 
es así que existe una verdad de las partes intervinientes que se encuentra oculta pero 
evidenciada por los hechos o con otros elementos; básicamente, en el acto jurídico 
público sí existe la manifestación del agente y justamente esa disconformidad entre la 
realidad y el documento hace la configuración de la simulación absoluta. Por otro lado, 
la falta de la declaración del agente se configura cuando el titular de un derecho no ha 
expresado su voluntad dentro de un acto jurídico, es decir, no hay verdad oculta o 
intención distinta a la forjada en el documento, sino simplemente que nunca existió la 
voluntad del agente, no siendo posible confundir ambas causales como lo hace la Sala 
de mérito, lo que lo conlleva a aclarar equivocadamente la controversia materia de 
autos, por cuanto si hubiera interpretado correctamente lo que se entiende por 
simulación absoluta, y sus elementos o presupuestos para su configuración como 
causal de nulidad, hubieran establecido o dilucidado que el acto jurídico cuestión. 
(Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, 2009) 
Recuperado de: http://spij.minjus.gob.pe/juris/civil-pdf/civil-07104.pdf 
 







N° de Expediente: 
 
Fecha de emisión: 
 
 
Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia 
 
de la Republica 
 
Casación. N° 1375-2015 Puno 
 
30 de enero de 2018 
Demandante: Dionisio Larico Apaza 
 
Demandado: La sentencia de vista del once de marzo de dos mil quince 
 
La presente sentencia aborda el tema principal del presente trabajo, el cual es la 
nulidad del acto jurídico, establecida en en el artículo 219 del Código Civil la cual es 
entendida como la situación patológica del mismo, causada por la falta o grave 
anomalía de alguno de los elementos componentes exigidos para su validez, un 
enfoque de esta institución que termine por sustentarse únicamente en parámetros 
teórico-formales del asunto, quitaría a la nulidad del verdadero valor que ocupa dentro 
del ordenamiento civil. 
 
Es así que, aquella visión, que surge a partir de una construcción meramente formal 
del asunto, ocupa una lógica con la regulación que establece la ley para regular los 
actos jurídicos, pues si la validez de éstos se encuentra sujeta al cumplimiento de los 
supuestos establecidos en el artículo 140 del Código Civil para tal fin, es lógico 
entender que la nulidad debe ser reducida a la ausencia o vicio establecido en ellos. 
Empero, está aproximación hacia la naturaleza de la nulidad del acto jurídico, resulta 
ser insuficiente para comprender esta institución, ya que se trataría de solamente a 
una descripción formal de ella, sin evaluar los demás valores que se tiene dentro del 
ordenamiento jurídico. Es de precisar que esta omisión, se ha propuesto suponer a la 
nulidad como “el medio para la tutela efectiva de intereses generales considerados 
valores fundamentales para la entera organización social. (Sala Civil Permanente de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, 2018) 
 











N° de Expediente: 
 





Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia 
 
de la República 
 
Casación 4119-2015 Ayacucho 
 
14 de abril de 2016 
 
Raúl César Ramírez Alviar 
 
Sentencia de vista de fecha 12 de agosto de 2015 
 
 
Según está sentencia, se considera al acto jurídico como la manifestación de voluntad 
que está destinada para causar un efecto jurídico. 
 
Sobre la falta de manifestación de voluntad refiere que para que el acto jurídico, es 
necesario que intervenga el agente capaz y la manifestación de la voluntad de las 
partes intervinientes, y que de por sí exista racionalidad en los actos que se efectúan, 
la manifestación de las partes al ser plasmada en el acto jurídico razón de nulidad, no 
recae una real voluntad, la cual permanece oculta, ocurriendo un engaño de las partes 
que perjudican un tercero, situación que hace que se configure dicha causal. (Sala 





IV.  DISCUCIÓN 
 
 
Sobre el caso, la parte accionante alega nulidad de acto jurídico de las Asambleas 
Generales de la Cooperativa Los Chancas de Andahuaylas, asambleas que adolecen 
de simulación absoluta y falta de manifestación, por el contrario el demandado invoca 
que el demandante no posee legitimidad para obrar en el proceso, y que la asambleas 
materia de discusión si se realizaron cumpliendo con todos los requisitos de validez. 
De autos se tiene, que en primera instancia la pretensión es estimada, ya que el 
juzgador sostiene el recurrente demostró con el análisis de los medios probatorios que 
la asambleas no configuran como hechos reales, por lo que dichos actos careces de 
virtualidad jurídica, en ese sentido se sostiene que estás presentan simulación 
absoluta y falta de manifestación de voluntad 
 
Del mismo modo, la Sala Especializada en lo Civil, confirma la sentencia extremo que 
se configura la causal de manifestación de voluntad desestimando que la causal de 
simulación absoluta, ya que resultaría incompatible declarar este supuesto, porque 
esta institución se aplica cuando no existe la voluntad de celebrarlo. 
 
Teniendo en cuenta lo dicho anteriormente y de acuerdo con la doctrina revisada, la 
simulación absoluta se da cuando la declaración no se da conforme a una 
determinación realmente deseada, es decir que no existe voluntad de realizarlo por 
parte de los celebrantes, es un acto aparente. 
 
En ese orden de ideas, la doctrina y jurisprudencia tienen la postura que cuando 
estemos ante una situación de acto jurídico con causales de simulación absoluta y 
falta de manifestación, solo es viable considerar la falta de manifestación de voluntad 
del agente como única causal de nulidad del acto jurídico. 
 
V.  CONCLUSIONES 
 
 
El principal problema del expediente radica en si procede la nulidad de las Asambleas 
Generales de la cooperativa, por causal de simulación absoluta y falta de 
manifestación de voluntad, cuando estás se habrían efectuado respetando las 
formalidades establecidas en el Estatuto de la institución. 
Persiguiendo esa línea, del presente se puede verificar que el segundo problema que 
se tiene es la legitimidad para obrar del accionante 
 
Pues bien, los actos materia del problema habrían celebrados las fechas dos de abril 
de dos mil seis, catorce de mayo de dos mil seis, y uno de junio de dos mil seis. 
 
De este modo, en la sentencia de primera instancia se declara fundada la demanda, 
basándose en la contraste de los medios probatorios presentados por las partes, 
resultó ser que estos no contenían hechos reales, por lo que no existiría manifestación 
de voluntad, del mismo modo con la causal de simulación absoluta que al ser actos 
que las partes no han querido realizar porque su voluntad interna no es correlativa con 
la externa, se está incursando en este supuesto 
 
Al respecto, desde mi punto de vista considero que la interpretación del a quo al 
artículo 219° del Código Civil referente a la nulidad de acto jurídico no fue aplicado de 
manera correcta, ya que no se debió considerar la causal de simulación absoluta 
teniendo ya el supuesto de falta de manifestación de voluntad, toda vez que con este 
último basta para declarar nulo un acto jurídico. 
 
En segunda instancia, la sala revoca confirmó la apelada, y revocó la parte que 
declara reformándola declararon fundada en parte la demanda, por la causal de falta 
de manifestación de voluntad del agente. 
 
VI.  RECOMENDACIONES 
 
 
Del estudio efectuado en el presente trabajo a la institución del acto jurídico, 
específicamente a la nulidad de este, el cual recae sobre el tema central del 
presente expediente, es necesario rescatar lo que establecen los órgano 
resolutivos, tanto al A quo y el Ad Quem, y recomendar que estos desarrollen una 
labor de mayor diligencia, es decir realicen una estudio profundo de los procesos 
judiciales, valorando los medios probatorios, interpretando de manera correcta los 
medios probatorios ofrecidos por las partes, y de ese modo llevar un debido proceso. 
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Demanda de habeas corpus interpuesta por Juan Enrique Dupuy García contra el 
mayor PNP Ramiro Araujo Sánchez, contra los efectivos policiales y las personas que 
resulten responsables, de la detención arbitraria del agraviado, sin que exista situación 
de flagrante delito, demanda en la que solicita su inmediata liberación, se declare la 
inexistencia de las infracciones producidas y que el agraviado fue compelido a declarar 
contra sí mismo. 
 
Mediante sentencia de primera instancia se declara improcedente de plano la 
demanda interpuesta, porque se estaría efectuada la investigación sumaria dentro del 
plazo de las 24 horas de ley. El accionante interpone recurso de apelación. 
 
La sentencia de la Tercera Sala Penal de Reos declaró nula la resolución apelada y 
ordenó se admita a trámite la demanda de Habeas Corpus. 
 
El Trigésimo Sexto Juzgado Penal de Lima declara improcedente la acción de garantía 
constitucional ya que no se incumplieron los presupuestos constituciones que 
legitiman esa medida. El demandante impugna está sentencia. 
 
Mediante sentencia de la Tercera Sala Penal de Reos en Cárcel se declarar 
improcedente la demanda de Habeas Corpus ya que no se demostró violación del 
derecho a la libertad individual. El recurrente presenta recurso de agravio 
constitucional. 
 
El Tribunal Constitucional resolvió declarar fundada la demanda de Hábeas Corpus, ya 
que no existen los requisitos necesarios de flagrancia del delito, por lo tanto existió 




Habeas Corpus- Detención Arbitraria- Derechos Fundamentales - Flagrante delito – 
Libertad Individual 
SÍNTESIS DE LA DEMANDA 
 
Con fecha 10 de noviembre de 2004, ante el Juzgado Especializado en lo Penal de 
Turno, el señor Luciano López Flores, en representación de Juan Enrique Dupuy 
García, interpone demanda de Habeas Corpus contra mayor PNP Ramiro Araujo 
Sánchez, contra todos los efectivos policiales y las personas que resulten 
responsables, esta demanda se basa en la violación del derecho a la libertad individual 
y a infracción los siguientes principios constitucionales: 
 
a) Detención arbitraria (Principio a la Libertad Individual) 
 
b) No haber sido informado de manera correcta sobre los motivos de la detención 
(Principio que toda persona debe ser informado) 
 






El recurrente solicita en su demanda la inmediata liberación del agraviado, se declare 
la inexistencia de las infracciones producidas y se declare que mi patrocinado fue 
compelido a declarar contra sí mismo, puesto que el Habeas Corpus presentado tiene 
carácter reparador, innovativo y conexo, tal como se señala en el Expediente N° 2663-
2003- HC/TC (Tribunal Constitucional, 2004) 
 
De este modo, invocando el artículo 1° de la Ley N° 236506 – Ley de Habeas Corpus y 
 
Amparo, se solicita el siguiente pronunciamiento: 
 
 
a) En caso que la privación injusta de la liberad permaneciese cuando se esté 
tramitando la demanda, dado el carácter reparador, solicita la inmediata 
libertad del agraviado 
 
b) En caso que la privación de la libertad haya cesado, de acuerdo al carácter 
innovativo, se solicita se declaren las infracciones producidas y de esta manera 
no se vuelvan a producir. 
c) De acuerdo al carácter conexo, se declare que el agraviado fue obligado a 
declarar contra sí mismo. 
 
Los fáticos que esencialmente sustentan esta demanda de Habeas Corpus son los 
siguientes: 
 
1. El Sr. Juan Enrique Dupuy García, es asesor legal de la empresa PRIMA 
FARMS S.A.C ubicada en Av. República de Panamá 3635 oficina N° 503 -304 – 
San Isidro. En dicha empresa labora el Sr. Edmundo Daniel Loyer Rubiera quien 
mantiene obligaciones pendientes de pago con el Banco de Crédito del Perú. 
 
2. El día martes 09 de noviembre de 2004, el especialista legal del cuadragésimo 
cuarto juzgado de Lima Sr. José Luis Tejada Suarez, se presentó en las oficinas 
de la empresa para ejecutar una medida cautelar dictada por dicho juzgado 
contra el trabajador. 
 
3. Ante este hecho personal de la empresa, comunicó estos hechos Dr. Dupuy 
García, quien se apersonó a las oficinas administrativas para representar a la 
empresa, ya que la medida cautelar se pretendía ejecutar en un domicilio 
equivocado, para lo cual se exhibió la licencia de funcionamiento y otros 
documentos referentes a esta, con lo que se demostraba que allí no domiciliaba 
el Sr. Loyer Rubiera. 
 
4. En plena diligencia, surgió una discusión con los representantes del banco, sin 
que ello signifique que pase a mayores. No obstante la pelea se intensificó lo 
que ocasionó que se suspenda la diligencia y el especialista legal abandonará el 
inmueble. 
 
5. El agraviado se dirigió a la comisaría del distrito de Miraflores para presentar 
denuncia sobre los hechos ocurridos, circunstancia en la que fue detenido por el 
Mayor PNP Ramiro Araujo Sánchez y otros efectivos policiales de la delegación, 
quienes imputaron de manera verbal y arbitraria, la comisión de “flagrante delito 
de violencia y resistencia a la autoridad”, siendo confiado en dicha comisaria. Los 
demandados obligaron al Sr. Dupuy a declarar en su contra, imputándole hechos 
que no había cometido. 
 
SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
 
Al ser el presente caso un Habeas Corpus, el cual es un proceso unilateral, donde no 
se corre traslado a la otra parte, ya es una pretensión inaudita altera pars, por lo que 
se concluye que en el presente caso no hubo contestación de la demanda. 
 
CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS AFIRMADOS 
POR LOS DEMANDANTES Y DEMANDADOS 
 
Al no haber contestación por parte de la demandada, se procede a efectuar la 
comparación de los hechos afirmados en las manifestaciones de los implicados del 




De las diligencias realizadas 
 
El día martes 9 de noviembre de 2004, el especialista legal del 44° Juzgado Civil de 
Lima, señor José Luis Tejeda Suarez, se presentó en el inmueble ubicado en Av. 
República de Panamá N° 3635 distrito de San Isidro para ejecutar una medida cautelar 




De los hechos ocurridos durante la diligencia 
 
 
El demandante manifiesta que durante la diligencia efectuada en el local de la 
empresa donde labora PRIMA FARMS S.A.C ubicada en Av. República de Panamá N° 
3635 distrito de San Isidro, este, como abogado de la empresa intentó demostrar que 
dicha diligencia se llevaba a cabo en un domicilio equivocado, prestando 
documentación que acreditaba que allí no domiciliaba la persona contra quien se 
ejecutaría la medida cautelar, ante dicha situación la actitud del especialista legal 
ocasiono que la discusión se enfilara contra el demandante, es así que con una serie 
de improperios y calumnias, el especialista legal suspende la diligencia y sale del local 
sin solicitar firma de quienes habían participado de la diligencia. 
 
Por otro lado, el especialista legal, José Luis Tejada Suarez manifiesta que, mientras 
se efectuaba la diligencia el abogado Juan Enrique Dupuy García, ingresó de manera 
prepotente al inmueble, profiriendo palabras soeces, arrebatándole documentos y el 
expediente, maltratándolos y arrugándolos. 
 
Del mismo modo, en declaración del alférez PNP Pérez Bravo Luis Alberto indica que 
cuando se desarrollaba la diligencia de embargo por parte el especialista legal Dr. 
José Luis Tejeda Suarez, ingreso al inmueble la persona de Juan Enrique Dupuy 
García, en forma prepotente y vociferando palabras soeces contra el especialista legal, 
arrebatando documentos del expediente judicial. 
 
De la detención policial 
 
 
El demandante expone que al ser suspendida la diligencia se dirigió a la comisaría de 
San Isidro con el propósito de asentar una denuncia por los hechos suscitados, 
circunstancia en la que fue intervenido por el mayor Araujo Sánchez, de esta manera 
se le imputo de manera verbal y arbitraria que quedaba detenido por la comisión de 
“flagrante delito de violencia y resistencia a la autoridad” siendo confinado. 
 
Por el contrario, el especialista legal señala que tras suspender la diligencia y retirarse 
del inmueble el abogado Dupuy García lo seguía agrediendo, por lo que se dirigió a la 
comisaría para poner en conocimiento los hechos ocurridos, lugar al que se apersonó 
el abogado con una actitud distinta, manifiesta también que el demandante se negó a 
firmar el acta judicial de la diligencia. 
SINTESIS DE LA AUTO DE SANEAMIENTO, AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN Y 
AUDIENCIA DE PRUEBAS 
 
Al ser la garantía constitucional de Hábeas Corpus lo estudiado en el presente caso, 




5.1 SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
 
Mediante Resolución S/N de fecha 10 de noviembre de 2004 la Jueza del 
Trigésimo Sexto Juzgado Penal de Lima de la Corte Superior de Justicia de Lima 
emite sentencia declarando IMPROCEDENTE DE PLANO la garantía 
constitucional interpuesta, fundamentando su fallo en: 
 
- Según lo consagrado en la Constitución Política del Estado, la persona humana 
es el fin supremo de la sociedad. 
 
- Que, el habeas corpus protege la libertad física de los abusos de poder de 
autoridades, siendo su objeto, reponer las cosas al estado anterior a la 
violación o amenaza de un derecho constitucional. 
 
- Que, el documento mediante el cual el accionante interpone la demanda, 
advierte que ha sido intervenido por la policía de la Comisaría de San Isidro el 
día 09 de noviembre de 2004, por flagrante delito de violencia y resistencia a la 
autoridad, de tal modo que la intervención se efectuó por la supuesta comisión 
del delito, por lo cual se viene llevando la investigación en la Comisaría, 
encontrándose la investigación dentro del término por cuanto aún no se han 
cumplido las 24 horas de ley. 
 
El accionante interpone recurso de apelación, solicitando revocarse, y en 
consecuencia debe admitirse a trámite la demanda de Habeas Corpus. 
 
Mediante resolución S/N de fecha 04 de febrero de 2005, la Tercera Sala Penal de 
Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima los señores Vocales 
declararon NULA la resolución apelada obrante (sentencia) de fecha 10 de 
noviembre de 2004, que declara improcedente de plano la acción de Habeas 
Corpus interpuesta por Juan Enrique Dupuy, en consecuencia, ordenaron, que el 
Juez Constitucional, admita a trámite la demanda de Habeas Corpus, 
fundamentando la resolución en: 
 
- El descuido en la actuación funcional del A-quo, haciendo evidentes los 
hechos no comprobados en autos, según la alegación del accionante. 
 
- La causal de improcedencia declarada, no se fundamenta en lo establecido 
en el artículo sexto de la Ley 23506, incurriendo así en un vicio 




Mediante resolución S/N de fecha 11 de julio de 2005, la Jueza del Trigésimo 
Sexto Juzgado Penal de Lima de la Corte Superior de Justicia de Lima emite 
sentencia declarando IMPROCEDENTE la acción de garantía constitucional 
incoada, fundamentando su fallo en: 
 
- No se incumplieron los presupuestos constituciones que legitiman esa 
medida, pues se produjo de manera legítima por la Policía Nacional del 
Perú, por lo tanto no se demuestra la existencia de vulneración de los 
derechos fundamentales, y que al interponer esta garantía constitucional 
es un intento por desnaturalizar el carácter excepcional de este proceso 
constitucional. 
 
- Estando de ello, según la jurisprudencia la improcedencia del proceso de 
habeas corpus es un medio de defensa mediante el cual procura 
cuestionar resoluciones o mandatos jurisdiccionales emanados de un 
proceso regular, por lo que no es posible afirmar que el derecho a la 
libertad se ha transgredido. 
- Finalmente citando el quinto artículo de la Ley N° 28237, no proceden los 
procesos de Habeas Corpus “…cuando a la presentación de la demanda 
ha cesado la amenaza o la violación del derecho” 
 
5.2 SENTENCIA DE SALA SUPERIOR 
 
Mediante resolución N° 1419 de fecha 19 de setiembre de 2005, la Tercera Sala 
Penal de Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima los señores 
Vocales declararon IMPROCEDENTE la demanda de Habeas Corpus interpuesta 
por Luciano López Flores a favor de Juan Enrique Dupuy. Colegiado que 
fundamenta su decisión en: 
 
- Las acciones de garantía constitucional tienen por objeto elemental 
reponer las cosas al estado anterior a la transgresión o amenaza de la 
violación del derecho constitucional, estando en el presente caso a una 
supuesta afectación de la libertad por medio de la detención arbitraria. 
 
- Que, no se demostró violación alguna del derecho a la libertad individual, 
puesto que el demandado actuó en el ejercicio reglar de su función como 
efectivo policial. 
 
El demandante presenta recurso de agravio constitucional, para que sea el 
Tribunal Constitucional quien resuelva esta controversia. 
 
5.3 SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
Mediante expediente N° 9724-2005-PHC/TC de fecha 06 de enero de 2006, la 
Sala Segunda del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Gonzales 
Ojeda, Bardelli Lartirigoyen y Vergara Gotelli resolvieron declarar FUNDADA la 
demanda de Hábeas Corpus, bajo apercibiento de aplicarse medidas coercitivas 
previstas en el artículo 22° de Código Procesal Constitucional, resolvieron de 
acuerdo a los siguientes fundamentos: 
 
- El Tribunal ha establecido que los mandatos constitucionales de protección 
de la libertad individual determinan que ninguna autoridad, funcionario o 
persona puede vulnerar la libertad individual, y por ningún caso arbitrario, 
se puede restringir este derecho estableciendo que el proceso 
constitucional de hábeas corpus es vía procedimental apta para la 
protección. 
 
- Demostrando la inexistencia, de los dos requisitos necesarios para que se 
conforme la flagrancia, tales son: “la inmediatez temporal, el cual implica 
que el delito se esté realizando o que se haya realizado instantes antes, y 
la inmediatez personal el cual establece que el presunto delincuente se 
encuentre en el lugar de los hechos, en el momento en situación y que 
exista relación con el objeto y/o los instrumentos del delito, lo cual suponga 




1) PROBLEMA PRINCIPAL O EJE 
 
El problema principal del presente caso, es determinar si se vulneró el Derecho 
Fundamental de Libertar Individual del demandante cuando se efectuarse la 
supuesta detención arbitraria en la comisaría del distrito de San Isidro. 
2) PROBLEMAS SECUNDARIOS 
 
Sería viable determinar cómo problemas secundarios: la informalidad de los 
actos que se realizaron en la detención de Juan Enrique Dupuy García y las 
consecuencias jurídicas, con respecto a los demandados, que acarrean el 
hecho de que la demanda haya sido declarada fundada. 
 
ELEMENTOS JURIDICOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
 
1) NORMAS LEGALES 
 
DE LOS DEMANDANTES 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
 
El demandante ampara su demanda el artículo 2 inciso 24 literal f perteneciente 
a la Constitución Política del Perú, el cual se refiere a los derechos que posee 
cada persona, en este caso a la libertad y seguridad personal, específicamente 
a la protección que tiene la persona a ser puede ser detenido sino por 
mandamiento escrito y motivado del juez o por la policía en caso de flagrante 
delito y que el detenido debe ser puesto a disposición del juzgado en el plazo 
de las veinticuatro horas. 
 
Del mismo modo, invoca el inciso 15 del artículo 139 del mismo cuerpo 
normativo, el cual detalla los principios y derechos de la función jurisdiccional, 
es en ese sentido que toda persona debe ser debidamente informada, 
inmediatamente y por escrito, de las causas o razones de su detención. 
LEY 23506 - LEY DE HABEAS CORPUS Y AMPARO 
 
El demandante cita el artículo 1° de la Ley 23506, sobre el objeto de las 
garantías constitucionales, es decir, reponer las cosas al estado anterior a la 
violación o amenaza de violación de un derecho constitucional. 
 
Refiere el artículo 11° del mismo cuerpo normativo, que menciona si con la 
conclusión del proceso de Habeas Corpus se identificó al responsable de la 
violación, se procederá a la apertura de la instrucción que corresponda. En 
caso de funcionario público se impondrá la de destitución del cargo. 
 
Se invoca el inciso 10 del artículo 12°, el cual refiere sobre procedencia del 
Habeas Corpus en el caso de la vulneración o amenaza a la libertad individual 
en casos de no ser detenido sino por mandato escrito y motivado del Juez o en 
caso de flagrante delito. 
 
El inciso 4 del mimo artículo, de no ser obligado a brindar juramento ni exigido 
a declarar o reconocer su culpabilidad en causa penal contra sí mismo. 
Cabe precisar que a la fecha dichos artículos se encuentran derogados, y que 
la ley vigente es la Ley 28237 – Código Procesal Constitucional; y que los 
artículos sucesores son artículo 2°, artículo 8° y artículo 25° respectivamente. 
 
 
DE LOS MAGISTRADOS 
 
Trigésimo Sexto Juzgado Penal de Lima 
 
La jueza del Trigésimo Sexto Juzgado Penal de Lima cita el artículo 1° de la 
Ley 23506, sobre el objeto de las garantías constitucionales. Teniendo como 
equivalente al artículo 2° del Código Procesal Constitucional, actualmente 
vigente. 
 
También invoca la Declaración Universal de Derechos Humanos en su artículo 
3° el cual dice: “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad de su persona”. (ONU, 1948) 
 
El artículo 5° del Código Procesal Constitucional sobre la improcedencia de los 
procesos constitucionales. 
 
Tercera Sala Penal con Reos en Cárcel 
 
El colegiado de la Tercera Sala Penal con Reos en Cárcel, refiere al artículo 6° 




Los magistrados del Tribunal Constitucional utilizaron en su decisión los 
artículos 1°, 8° y 22° de Código Procesal Constitucional los cuales versan sobre 
los alcances de los procesos constitucionales, la actuación de sentencias y la 





Para el autor Gonzalo Castellano “el ser humano es el único ser libre, y que la 
libertad involucra la capacidad de para actuar jurídicamente” (Castellano Trigo, 
2010), lo que resulta ser trascendental e importante, aunque requiere de ciertas 
restricciones para conseguir una convivencia tranquila y pacífica, debido a que 
vivimos en sociedad con otros semejantes que tienen semejantes derechos, 
deberes, obligaciones y facultades. Y es que, la libertad se encuentra 
encarecida frente a otros principios y derechos, considerándose como un 




Tomando lo dicho por el Dr. García Belaunde el habeas corpus tiene naturaleza 
procesal, ya que no crea derechos ni obligaciones. Y su objetivo no es 
determinar ni fijar pretensiones, sino por el contrario proteger un derecho 
sustantivo ya establecido, es debido a esto que diversos autores lo llaman 
remedio, porque restablece algo. “El habeas corpus sirve para defender algo 
que no ha estatuido ni creado. Inicialmente fue creado para defender la libertad 
persona: jus movendi et ambulandi”. (García Belaunde, 2017) 
 
Del mismo modo, para el autor, el habeas corpus es una institución de derecho 
público y procesal, por emerger de la constitución y tener por objeto la 
protección de los derechos constitucionales, conocido como derecho público 
subjetivo. 
 
Con lo que se concluye que el Hábeas Corpus no es un recurso sino una 
acción. Esto debido a que es facultad de solicitar la protección de un derecho a 
los órganos jurisdiccionales, lo que significa accionar el aparato del Estado 
para la protección de un derecho violentado. 
 
DETENCIÓN ARBITRARIA 
Para Eguiguren “se entiende por detención arbitraria aquella en la que se violan 
los derechos de las personas que son detenidas, se puede mencionar casos de 
detención por huelgas, protestas, reclamos, o en casos que se detuvieron a los 
que no cometieron ningún acto violento por lo que son detenidos de forma 
arbitraria” (Eguiguren Praeli, 2017), de este modo, se considera a aquellos que 
sin orden de captura, los incriminados por delitos que no cometieron, detenidos 
de forma injustificada, de tal forma que eso desencadena en la declaración de 
inadmisible las demandas de Habeas Corpus. Se considera también como 
detención arbitraria la falta de respeto de los derechos de los detenidos como 





Según Elizabeth Salmón el proceso es el medio para lograr solucionar un 
conflicto en la mayor posible medida, con lo que se atribuye las características 
de lo que denomina debido proceso. “Es de esta manera que dichas 
características se utilizan para asegurar la titularidad y el ejercicio de cierto 
derecho, además que son condiciones que han de cumplirse para defender los 
derechos que se encuentran bajo tutela judicial”. (Salmón & Blanco, 2012) 
 
En ese sentido, el debido proceso presume el conjunto de requisitos que deben 
observarse en las instancias procesales. En conclusión estaríamos frente a un 
derecho que es, a su vez, un prerrequisito indispensable para la protección de 
cualquier otro derecho. Lo que constituye un límite para la regulación del 
Estado en una sociedad, lo cual, señala a conferir al debido proceso de un 





Según el autor Héctor Faúndez, “los derechos humanos al ser derechos 
básicos no siempre cuentan con la característica de derechos fundamentales, 
lo que es considerado generalmente como un sinónimo de derechos humanos, 
lo que constituye una connotación distinta”. Partiendo de ello los derechos 
fundamentales son una categoría de los derechos humanos, con lo que se 
considera más importantes por su naturaleza accesoria, o a los derechos que 
tienen carácter intangible, ya que no se pueden transgredir bajo ninguna 
circunstancia. En ese orden de ideas si tenemos el derecho a la vida y a la 
intimidad, el primero es considerado como fundamental debido a que se le 
considera de más importancia, (Faúndez Ledesma, 2004) 
 
Los derechos fundamentales se utilizan también en el entorno del Derecho 
interno, sobre todo en los Estados en los que se considera a los Derechos 
Fundamentales como garantías y derechos consagrados en la Constitución, 





Derecho a la libertad personal 
 
Órgano Resolutor: Tribunal Constitucional 
 
N° de Expediente: 04487-2014-PHC/TC 
 
Fecha de emisión: 20 de setiembre de 2016 
 
Demandante: Florencia Figueroa Hancco 
 
Demandado: Contra la resolución de fojas 96 de fecha 2 de 
 
setiembre de 2014 expedida por la Sala Penal de 
 
Apelaciones y Liquidadora de la Corte Superior de 
 
Justicia de Puno. 
 
Esta sentencia desarrolla la libertad personal como derecho subjetivo, resulta 
ser el que garantiza que no se perturbe de manera indebida la libertad física de 
las personas, lo cual se refiere a la libertad locomotora, que se den por 
detenciones, reclusiones o condenas arbitrarias. El alcance de la garantía 
establecida a esta libertad son impugnables frente a cualquier supuesto de 
limitación de la libertad locomotora, independientemente de su origen, 
autoridad o persona que la haya efectuado, (Tribunal Constitucional, 2016) 
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18 de marzo de 2014 
 
Servicios postales del Perú S.A. – SERPOST S.A. 
 
Los vocales integrantes de la Segunda Sala 
 
Especializada Civil de la Corte Superior de 
 
Justicia de Lima  Norte  y  el  Procurador  Público 
 
del Poder Judicial 
 
Sobre el derecho al debido proceso, según reiterada jurisprudencia, es un 
derecho continente ya que contiene, varios derechos fundamentales de orden 
procesal, esto debido a que su contenido constitucionalmente protegido 
comprende una serie de garantías, formales y materiales, de muy distinta 
naturaleza, que en conjunto garantizan que el procedimiento o proceso en el 
cual se encuentre inmerso una persona, se realice y concluya con el necesario 
respeto y protección de todos los derechos que en él puedan encontrarse 
comprendidos. 
 
Además hay que precisar que, el Tribunal Constitucional ha registrado en este 
derecho una dimensión sustancial, así de este modo el juez constitucional está 
legitimado para evaluar la razonabilidad y proporcionalidad de las decisiones 
judiciales. Es de entender que este se relaciona con todos los estándares de 
justicia como son la razonabilidad y proporcionalidad que toda decisión judicial 
debe suponer. (Constitucional, 2014) 
 





Órgano Resolutor: Tribunal Constitucional 
 
N° de Expediente: 040630-2013-PHC/TC 
 
Fecha de emisión: 26 de junio de 2014 
 
Demandante: José Fermín Maqui Salinas 
 
Demandado: Julio César Aliaga Tejada (PNP) 
 
Así como en reiterada jurisprudencia, esta sentencia nos desarrolla los 
requisitos que requiere la flagrancia ante la comisión de un delito los cuales son 
los que a continuación se expondrán: a) La inmediatez temporal; cual el delito 
se está cometiendo o se cometió momentos antes y b) la inmediatez personal, 
que el sospechoso se halle en el lugar de los hechos y en el momento de la 
comisión del delito y que se le relacione con los objetos del delito, dando así 
prueba evidente de la participación del delito. 
 
Es así, que la flagrancia al ser in instituto procesal con una relevancia 
constitucional se debe entender como una evidencia del hecho delictuoso con 
referencia al autor, es así que la flagrancia se ha de configurar cuando exista 
conocimiento fundado, inmediato y directo del hecho punible que se realizó o 
se viene realizando. (Tribunal Constitucional, 2013) 
 
Recuperado de: https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2015/04630-2013-HC.html 
DISCUCIÓN 
 
Del estudio y análisis del presente expediente, es de notarse a todas luces que existe 
discusión en cuanto a las decisiones las instancias correspondientes en cuanto a la 
determinación si hubo detención arbitraria del agraviado. 
 
Dicha discusión, se da en cuanto a la interpretación de la norma, esto se puede notar 
en la declaración de improcedencia de la demanda de habeas corpus, y de lado 
contrario que el Tribunal Constitucional declara fundada la demanda. Es ahí que nace 
la discusión, al tener sentencias contradictorias. 
 
El nacimiento de la discordia, surge de la de la contradictoria de las decisiones 
emitidas en el Poder Judicial y el Tribunal constitucional, respecto de la interpretación 
del artículo 2° inciso 24 literal f) de la Constitución Política, en donde se prohíbe la 
detención arbitraria. 
 
Finalmente es el Tribunal Constitucional que declaró fundada la demanda, y de esta 
manera se da la discusión en el presente caso, el Tribunal constitucional considera 




1. Una de las conclusiones que surgen del presente trabajo, se basa en el 
mecanismo del habeas corpus, el cual es por excelencia el dispositivo de 
protección de la libertad individual, ante la vulneración o amenaza de este 
derecho fundamental, es debido a eso que posee gran importancia dentro de 
derecho. 
 
2. Que, conforme a diversa jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional, 
los requisitos para que se configure la flagrancia de un delito son la inmediatez 
personal y la inmediatez temporal, supuestos que no se adecuan al presente 
caso, puesto que el agraviado se encontraba en pleno ejercicio de su 
profesión, salvaguardando los derechos de su cliente, y por lo que no se 
configuraría el arresto por flagrante delito. 
 
3. Del presente caso se puede concluir, que el órgano encargado de administrar 
justicia en nuestro país, es el Poder Judicial, órgano que no cumple los 
principios y elementos que forman parte de los derechos fundamentales, un 
claro ejemplo se desarrolla en el caso estudiado en el que las instancias 
judiciales declaran como improcedente la demanda de habeas corpus, ya que 
estos no consideraban que el derecho fundamental se había vulnerado, 
decisiones que no se dieron acorde a los principios y respetando el fin de la 
garantía constitucional del habeas corpus, omitiendo la aplicación e 
interpretación de las norma constitucional, la cual afectó el debido proceso, 
haciendo extensivo el tiempo de la tutela del derecho violentado. 
 
4. Por otro lado, se tiene como requisito para la revisión de una resolución 
judicial en la vía constitucional, está debe ser firme, es decir que ya no se 
pueda presentar recurso impugnatorio, tal como es en el presente caso, en 
donde el agraviado se vio obligado llevar el proceso de habeas corpus a la vía 
constitucional, en donde se realizó la correcta aplicación de los principios y 




1. Del estudio efectuado en el presente trabajo, sobre las decisiones de cada una 
de las instancias que se desarrollaron en el presente caso es necesario 
recomendar que estos desarrollen una labor de mayor diligencia, es decir 
realicen una estudio profundo de los procesos judiciales, valorando los medios 
probatorios, interpretando de manera correcta los medios probatorios ofrecidos 
por las partes, los principios y normas construccionales y así llevar un debido 
proceso. 
2. Me parece que es sumamente importante, que los magistrados tengan 
presente que la protección de los derechos constitucionales es el eje central en 
un Estado de derecho, y que para administrar justicia es fundamental que los 
jueces apliquen correctamente los derechos constitucionales, de este modo no 
infringir el principio del debido proceso por una inadecuada interpretación de la 
norma. Por lo que resulta necesario que los jueces se encuentren en constante 
capacitación sobre temas de índole constitucional. 
 
3. Es de rescatar que así como los jueces de las diversas instancias deben 
respetar y proteger los derechos constitucionales, también deben hacerlo los 
operadores de derecho, para que exista una homogenización con respecto a 
los temas constitucionales, y una correcta tutela judicial efectiva y un debido 
proceso, para que todo se desarrolle de una manera justa. 
FUENTES BIBLIOGRAFICAS 
 
Tribunal Constitucional. (2016). Recuperado el mayo de 2016, de 
https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2018/04487-2014-HC.pdf 
 
Castellano Trigo, G. (2010). Derechos de las personas y medios de conservación de la garantía 
patrimonial. En G. Castellanos Trigo, Derecho de las personas y medios de 
conservación de la garantía patrimonial. Sucre. 
 
Constitución Política del Perú. (1993). Constitución Política del Perú. Perú. 
 
Constitucional, T. (18 de marzo de 2014). Tribunal Constitucional. Obtenido de 
https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2014/03433-2013-AA.html 
 
Eguiguren Praeli, F. (2017). Libertad personal, detención arbitraria y habeas corpus. Obtenido  
de Revistas PUCP:  
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/iusetveritas/article/view/15491/15941 
 
Faúndez Ledesma, H. (2004). El Sistema Interamericano de protección de los 
Derechos Humanos. En H. F. Ledesma. San José. 
 




ONU, A. G. (1948). ONU. Obtenido de https://www.un.org/es/universal-declaration-human-
rights/ 
 
Salmón, E., & Blanco, C. (2012). El derecho al debido proceso en la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de. Lima. 
 
Tribunal Constitucional. (23 de marzo de 2004). Tribunal Constitucional. Obtenido 
de https://tc.gob.pe/jurisprudencia/2004/02663-2003-HC.pdf 
XIII. ANEXOS  

















